
DERECHO 
TRIBUTA-
RIO-1.968

noviembre 
diciembre '



S U M A R I O

! .—ESTUD IO S

I) Los Recursos en la nueva Ley de Impuesto sobre 
la Renta. (Continuación).

Dr. Marco Ramírez Murzi

IL—JURISPRUDENCIA.— Sentencias .

1) No. 364.— Tribunal Primero de Impuesto sobre la 
Renta (Telares Los Andes). De 22-7-68. Parcial- 
mente con lugar.

2) No. 265.— Tribunal Primero de Impuesto sobre la 
Renta (Reparo de Contraloria: Dr. Guevara Núñez). 
De 22-7-68.

3 j No. 266.—Tribunal Primero de Impuesto sobre la 
Renta (Galletas Nabisco). De 22-7-68. Sin lugar.

4) No. 367.—Tribunal Primero de Impuesto sobre la 
Renta (Corporación Venezolana de Aluminio). De 
3Ü-7-68. Con lugar.

5) No. 368:—Tribunal Primero de Impuesto sobre la 
Renta (ATECSA). De 2-8-6S. Parcialmente con lu­
gar.

6) No. 369.—Tribunal Primero de Impuesto sobre la
Renta (Dr. Brice). De 14-8-69. Con Lugar.

7) No. 370.—Tribunal Primero de Impuesto sobre la
Renta (Jean Mandoit de D. García Boffill, C. A .).
De 13-8-68. Reposición de la causa.



Estudios  -  1
Los Recursos en la nueva Ley de Impuesto 

Sobre la Renta

( Viene del número anterior)

El fundamento decisivo del Recurso de Hecho es el de que el T ri­
bunal, que es quien conoce en definitiva del recurso interpuesto, y  para 
ante quien se interpone, guarde la facultad de controlar la actividad 
administrativa cuando ésta asome la posibilidad de producirse violando 
las disposiciones de la propia Ley.

Algunos han visto en este Recurso de Hecho, que en la Legislación 
Civil es un Recurso Extraordinario, un Recurso de Hecho estrictamente. 
Otros lo han visto como tal, pero, sin embargo, con características pro­
pias y , sobre todo, con matices diferenciales en virtud de los cuales se 
mueve dentro del aspecto procesal. Y terceros, por lo contrario, han 
visto en este Recurso de Hecho que establece la Ley de Impuesto sobre 
la Renta, un verdadero Recurso de Apelación para ante el Tribunal de 
Impuesto, y  de una decisión de la Administración General. Veamos, 
rápidamente, la verdadera naturaleza del Recurso en cuestión: el artículo 
181 del Código de Procedimiento Civil dice lo siguiente: “N egada la 
apelación, o admitida en un solo efecto, la parte podrá ocurrir de hecho, 
dentro de cinco (5 ) d ías y  el término de la distancia, al Tribunal Supe­
rior, pidiendo que se mande oir la apelación, o que se la admita en 
ambos efectos, y  acompañando copias de las actas del expediente que 
ella crea conducentes y  de las que indique el juez de quien se apele.

También se acompañará copia de los documentos que indique la 
parte contraria, costeándola ella misma”.

El artículo 182 ejusdem, ag rega : “Aunque el Recurso de Hecho 
se haya introducido sin acompañar copia de las actas conducentes, 
el Tribunal lo dará por introducido” .
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El Dr. Arminio Borjas en su famosa obra “Comentarios al Código 
de Procedimiento Civil” , Editorial Bibloamericana, Tomo 2, páginas 
179 y  siguiente, expresa al respecto:

“Procede el recurso de hecho, no sólo cuando ha sido negada la 
apelación o admitida en un solo efecto por el Tribuna! a quo, y  a estos 
casos es a los que se contrae el artículo 181, sino también cuando el T ri­
bunal ante quien se anunciare el recurso de casación lo declare inadmisi­
ble, y  de este último caso nos ocuparemos en el comentario del artículo 
427 del Código de Procedimiento Civil.

El legislador, a objeto de facilitar el recurso de apelación, da com­
petencia al Juez a quo para admitirlo o negarlo; pero como en rigor es 
al Superior respectivo a quien compete decidir si es o no fundada la 
admisión, es lógico que sea a esa misma Superioridad a la que deba 
ocurrirse cuando el sentenciador de quien se apele niegue el recurso 
o lo acuerde en un solo efecto.

La parte que ocurre de hecho ha de hacerlo dentro de los cinco 
d ías siguientes al de la fecha del auto en que le fue negada la apela­
ción o sólo se la oyó en el efecto devolutivo, más el término de la dis 
tanda que medie entre los Tribunales a quo y  ad  quem. Por diligencia 
ante el Secretario, o por escrito ante el Tribunal, medios estos de que 
puede valerse indistintamente el litigante para interponer la apelación, 
deberá igualmente dirigirse al Juez a quo para pedirle copia certificada 
de la sentencia apelada, de la diligencia o escrito de la apelación, del 
auto en que se la negó u oyó en un solo efecto y  de todas las demás 
actas que fueren conducentes, a su juicio, para que el Superior forme 
cabal concepto y  ordene que se oiga o no la apelación. Debe hacer cons­
tar además en la solicitud de las copias el objeto a que se las destina, 
para conocimiento del juez de quien se apele, el cual tiene el derecho 
de mandar agregar a ellas copia de las demás actas que juzgue nece­
sarias. Si la parte contraria deseare que también sean enviadas al Supe­
rior las copias que ella tenga a bien indicar, así se hará, pero a su costa, 
naturalmente, pues de otro modo se le permitiría obligar al recurrente 
a hacer gastos excesivos e innecesarios en la preparación de su recurso.

Provisto el recurrente de las copias, las acompañará al escrito en 
que solicite del Tribunal Superior que se le mande oir la apelación ne­
gada o que se le oiga en ambos efectos la que no le fue oída sino en
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uno solo; y si aquéllas le hubiesen sido negadas por el Tribunal a quo, 
o no le hubiere sido posible acompañarlas en tiempo oportuno a dicho 
escrito, debe pedir que se le dé por introducido el recurso y  se ordene 
al inferior expedir las copias a que se hubiere referido su negativa” .

De la misma forma explicada por el profesor Borjas, opera el 
Recurso de Hecho en los procesos contenciosos de Impuesto sobre la 
Renta. No sólo cuando la Ley lo establece contra las decisiones de la 
Administración que deniegan un Contencioso Fiscal interpuesto para 
ante el Tribunal competente, (Artículo 131 de la Ley de Impuesto sobre 
la Renta), sino también cuando se trata de denegatorias ocurridas con­
tra recursos de apelación interpuestos por ante el Tribunal competente 
y  para ante la Corte Suprema de Justicia en Sala  Político-Administra­
tiva. (Parágrafo  único del artículo 132 ejusdem).

Ahora bien: a pesar de ello, en el Recurso de hecho susceptible de 
ser interpuesto contra denegatorias de la Administración, en veces 
existen hechos que probar, no consignados en la Resolución denegato­
ria con las pruebas del caso, ni aportadas dichas pruebas al Tribunal, 
y  entonces éste se ha visto precisado a abrir una articulación aplicando 
por analogía el artículo 386 del Código de Procedimiento Civil, con la 
finalidad de que el recurrente pueda establecer en el expediente del 
Recurso de Hecho la ilegalidad de la decisión administrativa, con las 
pruebas a que haya lugar. Y esto porque la Administración, que es 
un organismo administrativo, como su nombre lo indica, y  no un juez 
a quo, retarda, demora, o puede retardar o demorar las copias, certifi­
caciones o pruebas necesarias para examinar la leglidad de su decisión. 
El Tribunal, sin embargo, debería dar por introducidos los recursos de 
hecho y  ordenar la compulsa del expediente del Contencioso-Fiscal 
interpuesto y  su inmediata remisión. Nos permitimos opinar, además, 
que el Tribunal de Impuesto sobre la Renta, por su naturaleza, y  en 
presencia de un Recurso de hecho, puede procurarse todos los medios 
legales de convicción necesarios para decidir la procedencia o no del 
Recurso.

En realidad de verdad, por estas ligeras características del Recurso 
de hecho, establecido en la Ley de Impuesto sobre la Renta, se ha llegado 
a pensar como ya  lo hemos dicho, que se trata de un verdadero Recurso 
de Apelación, lo cual constituye error muy grave, porque sería consa­
grar, en doctrina, que contra decisiones administrativas, se puede ape­
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lar para ante Tribunales de Justicia, error el cual, por lo menos, for­
malmente, quiso eliminar la vigente Ley de Impuesto sobre la Renta. 
Lo que ocurre, ciertamente, y  por lo que se suele cometer ese error, es 
que el Recurso de Hecho contra denegatorias de la Administración no 
debería existir, porque la Ley vigente ha debido consagrar la interpo­
sición del Contencioso-Fiscal directamente, ante el Tribunal de Impuesto 
y  no colocar de intermediaria a la Administración, porque de ta.I manera 
subsistiría toda la secuela de tardanzas injustificadas, con mengua de la 
celeridad de estos procedimientos.

LOS TRIBUNALES DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Capítulo 39 del Título 12 de la Ley de Impuesto sobre la
Renta vigente, establece o crea los Tribunales de Impuesto sobre la
Renta, señala su integración y  adscribe a éstos sus atribuciones espe­
cíficas. De acuerdo con dicho texto legal, esos Tribunales estarán in­
tegrados por tres vocales designados conforme a  las normas estable­
cidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial: el Ejecutivo Nacional, 
por órgano del Ministerio de Justicia, elaborará y  enviará a la Corte 
Suprema de Justicia la lista de candidatos, los cuales deberán ser 
abogados de reconocida competencia en materia fiscal y  particular­
mente de Impuesto sobre la Renta. Iguales requisitos señalaba la Ley 
derogada para llenar los cargos de vocales de los extinguidos Tribu­
nales de Apelación y  en algún comentario que en tal oportunidad 
hubimos de publicar ( “El Recurso de Apelación en nuestra Ley de 
Impuesto sobre la Renta” , Revista de Derecho Tributario No. 6, Se­
parata, mayo-junio de 1965), expresábamos: “Tales hechos deben acre­
ditarse, sin duda, por circunstancias que visible y  reiteradamente de­
muestren la calidad e idoneidad de los candidatos, en la forma esta­
blecida por la propia Ley de Impuesto sobre la Renta, como serían : 
a ) un largo y  honesto ejercicio profesional en la m ateria; b) haber 
desempeñado funciones docentes vinculadas a la especialidad contencioso- 
tributaria; c) haber ocupado cargos en la Judicatura Nacional; d ) ha­
ber ejercido funciones públicas o administrativas dentro de la esfera 
del Derecho Fiscal o de lo Contencioso-Fiscal; o e) haberse ocupado 
de realizar estudios y  publicaciones sobre la materia. A estas cualida­
des, por vía de ejemplo, debe agregarse que, para escoger los candidatos 
para el Tribunal de Apelaciones, se deben buscar personas de absoluta 
rectitud y  de insospechable honestidad, poseedoras de una buena 
experiencia, bien en el ejercicio profesional o dentro de la Judicatura,
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puesto que ellas no sólo tendrán la responsabilidad de conocer siempre 
de causas que, en una u otra forma, puedan afectar los intereses del 
Fisco Nacional, sino que dichas causas, por su complejidad y  la cuan­
tía que muchas de ellas envuelven, requieren que los jueces se man­
tengan al margen de toda sospecha de parcialidad y rindan un tra­
bajo que, cualitativa y  cuantitativamente, corresponda a su categoría. 
Es bueno agregar también que, a personas como las deseables para 
ocupar dichos cargos, se le proporcione una justa y  digna remunera­
ción y  se Ies garantice su estabilidad, en la medida en que ellas cum­
plan con su deber, a fin de que empleen todo su estudio en la decisión 
de las causas que se Ies confían y  se les aleje del mundo de las com­
placencias, los ha’agos, los negocios, el múltiple destino remunerado, 
o las presiones, directas o indirectas, que suelen amenazar, sistemáti­
camente, en nuestro país, la vocación de administrar justicia, grave y 
sagrada como ninguna otra”.

Cada Tribunal del Impuesto sobre la Renta tiene un secretario 
que deberá ser preferentemente abogado, un a'guacil y  los demás em­
pleados que fueren necesarios. Conforme al artículo 136 de la Ley 
especial, las atribuciones de dichos Tribunales son las siguientes: 
“ 1») Conocer de todas las controversias entre el Fiscal y los contri­
buyentes, con motivo de la ap'icación de esta Ley y  su Reglamento. 
2?) Conocer de las controversias entre el Fisco y  los contribuyentes, 
con motivo de los reparos que formule la Contrataría General de la 
República en aplicación de esta Ley y  su Reglamento. 3*) Conocer de 
las impugnaciones que formulen los contribuyentes contra multas im­
puestas por incumplimiento de esta Ley; y  4?) Cump'ir las demás 
atribuciones que les señalen las leyes y  reglamentos” . En otras pala­
b ras : los Tribunales del Impuesto sobre la Renta tienen total compe­
tencia para conocer de todas las controversias que, como consecuencia 
de la aplicación de la Ley de Impuesto sobre la Renta y  su Regla­
mento, se planteen entre el Fisco Nacional y  los contribuyentes, o, 
lo que es igual, una total competencia para conocer del Recurso Con- 
tencioso-Fiscal, en materia de Impuesto sobre la Renta, cuya interpo­
sición debe efectuarla quien ostente un interés diferencial, o sea. un 
interés legítimo, que debe ser directo o personal y actual. Cualquier 
acto de la Administración, por incompetencia, omisión o violación de 
forma, o ilegalidad del contenido del acto, como dice B ielsa, puede 
ser atacado mediante el Recurso a que nos referimos. Hauriou, en 
su “Précis de Droit Administratif”, París 1933, dice que “El recurso
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debe proceder de una situación juríd ica particular en que se encuentra 
el reclamante con relación al acto atacado y  por el cual este acto puede 
causarle agravio” . Manuel J. Argañarás en su “Tratado de lo Con- 
tencioso-Administrativo, Buenos Aires 1955, expresa que “El interés 
actual, por contraposición al eventual o futuro, se refiere a que la acción 
se otorga para conseguir una satisfacción inmediata y  no lejana” .

En cada Tribunal del Impuesto sobre la Renta existe un Juzgado 
de Sustanciación que está formado por el Presidente del Tribunal y 
el Secretario del mismo. Como su nombre lo indica, sus atribuciones 
se limitan a sustanciar los asuntos y causas de que conozca el res­
pectivo Tribunal, excepto cuando sea necesario o pertinente conferir 
comisión para ello, sustanciar y  decidir las incidencias de los mismos 
asuntos y  causas, y  ejecutar las sentencias definitivamente firmes dic­
tadas por el respectivo Tribunal. Este juzgado de sustanciación, por 
lo demás, constituye un traslado del que se contemplaba en la Ley 
derogada en 1966, sin que el instrumento legal vigente hubiese intro­
ducido modificación alguna. Sin ahondar en la conveniencia o incon­
veniencia que en Venezuela ofrezca los Tribunales colegiados, ni en 
las atribuciones que deban tener los juzgados de sustanciación de 
estos Tribunales, es preciso anotar que la integración de los Juzgados 
de Sustanciación, de acuerdo con la Ley de Impuesto sobre la Renta 
vigente, no obedece a ninguna razón práctica ni acorde con la cele­
ridad procesal: puesto que los Juzgados de Sustanciación están inte­
grados por el Presidente y  el Secretario del Tribunal del Impuesto, 
en cada oportunidad en que se produce una apelación contra decisio­
nes de estos Tribunales, conforme al Parágrafo Unico del artículo 138 
de la Ley, se hace necesario integrar un Tribunal accidental formado 
por los vocales restantes y  uno de los suplentes del mismo, convocado 
conforme al orden de su elección, y  este Tribunal a s í constituido de­
signa su propio Presidente. Casi en cada oportunidad se agota la 
lista de los suplentes y  muchas veces la de conjueces, por lo cual en 
las decisiones de los Tribunales accidentales del Impuesto que conocen 
de los Recursos de Apelación contra el Juzgado de Sustanciación, sur­
gen dilaciones considerables, las cuales alargan imprevisible e inne­
cesariamente los procesos.
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EL PROCEDIMIENTO

Desafortunadamente, nunca en las leyes de Impuesto sobre la 
Renta o reformas de las mismas, se ha encarado con seriedad el pro­
blema del procedimiento, y  si tratáramos aquí de formular aun cuando 
fuese un breve examen del mismo, encaminado a precisar sus graves 
fallas y  a insinuar algunas fórmulas dirigidas a ser tomadas en cuenta 
en alguna reforma de la Ley, alargaríam os demasiado este trabajo. 
Ello, tal vez, sería un tema de mucho interés para tratarlo por sepa­
rado. Baste señalar que los Tribunales Contencioso-Fiscales son de 
Derecho Público; que en ellos, además, se ventilan controversias, to­
das de Derecho Público; y  que, sin embargo, nuestro Legislador ha 
hecho un intento de procedimiento, no mejorado hasta el presente, 
sólo de ocho (8 )  artículos legales, y a  que el último de los mismos 
expresa que para todo lo no previsto en ese capítulo, regirán las d is­
posiciones del Código de Procedimiento Civil, en cuanto sean ap lica­
bles. Es decir: que, en síntesis, es el Código de Procedimiento Civil 
el que rige la materia, y  bien sabido es que dicho Código establece el 
Procedimiento concerniente a procesos de derecho privado y que, por 
tanto, decide controversias de derecho privado. Es muy difícil, enton­
ces, tener que aplicar todas las normas del Código de Procedimiento 
Civil en el proceso Contencioso-Fiscal y, al mismo tiempo, salvar la 
naturaleza juríd ica de ese proceso. De manera que nos vamos a limi­
tar a un breve comentario de los ocho (8 ) artículos legales.

Interpuesto el Recurso Contencioso-Fiscal, conforme al artículo 2q 
del Título 12 de la Ley vigente, y a  comentado en este trabajo, y  ven­
cido el término que la Administración General del Impuesto sobre la 
Renta tiene para reconsiderar el asunto objeto del mismo, por vía dis­
crecional, o cuando no hay lugar a tal reconsideración porque se agotó 
la fase administrativa por virtud de la interposición del Recurso de 
Reconsideración Administrativa en la forma ya  comentada en este 
trabajo, la Administración General deberá remitir al Tribunal del 
Impuesto sobre la Renta el expediente contentivo del Recurso el cual, 
conforme al artículo 228 del Reglamento, deberá contener el escrito 
original del Recurso Contencioso-Fiscal, actas, ajustes de rentas, las 
planillas de liquidación recurridas o la Resolución original contentiva 
del acto recurrible, la constancia de estas notificaciones, certificación 
de la garan tía prestada y  la Resolución Administrativa sobre la  recon­
sideración facultativa, si la hubo, y  certificación de los d ías hábiles
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transcurridos en la Administración: a ) desde la fecha de recibo de 
las planillas o de notificación del acto recurrible hasta la fecha de 
interposición del Recurso, y b) desde la fecha de interposición del 
Recurso hasta la fecha de remisión del expediente al Tribunal. El ar­
tículo 229 ejusdem agrega que, en caso de ejercicio previo del Recurso 
de Reconsideración Administrativa, la Administración hará la remisión 
al Tribunal de los recaudos respectivos conjuntamente con el expediente 
formado de la manera prevista en el parágrafo único del artículo 224 
del Reglamento dentro de los quince (1 5 ) días hábiles siguientes a la 
fecha de interposición del Recurso Contencioso-Fiscal, acompañado 
de certificación de los días hábiles transcurridos en la Administra­
ción: a ) desde la fecha de notificación de la Reso'ución decisoria, o 
de la fecha del desistimiento, si lo hubo, o del vencimiento del lapso 
previsto en el artículo 122 de la Ley sin que hubiese habido pronun­
ciamiento, hasta la fecha de interposición del Recurso Contencioso- 
Fiscal, y  b) desde la fecha de interposición de este Recurso hasta la 
fecha de remisión del expediente así formado al Tribunal. Por su 
parte, el siguiente artículo 230, ordena que en los casos de reparos 
formulados por la Contraloría General de la República, el expediente 
con todos sus recaudos y  anexos correspondientes, deberá ser enviado 
al Tribunal dentro de los quince (15 ) d ías hábiles siguientes a la 
fecha de interposición del Recurso contra la Resolución definitiva de 
la Sa la  de Examen.

Conforme al Capítulo 4’  del mismo Título 12 de la Ley de Im­
puesto sobre la Renta, ingresado el expediente al Tribunal del Im­
puesto sobre la Renta, el secretario estam pará la nota respectiva y  
el Tribunal, dentro de los tres (3 ) días hábiles siguientes al recibo del 
mismo, le dará entrada, designará ponente y  declarará la causa abierta 
a pruebas. El auto en cuestión había sido considerado hasta hace poco 
como de mero trámite y  dictado no por el Tribunal propiamente
dicho sino por el Juzgado de Sustanciación. Sin embargo, desde hace
un tiempo el Tribunal consideró que el momento de la apertura del 
juicio era ocasión propicia y  lógica para que el Tribunal examinara la 
forma y  el fondo del Recurso en cuanto a que procediera o no su 
admisibilidad y , sobre todo, creyó que su competencia en cuanto a lo 
Contencioso-Fiscal le imponía la obligación de velar por el cumpli­
miento de todos los requisitos previos del Recurso y, muy especial­
mente, en lo que respecta a completar piezas del expediente que son
fundamentales para una posterior decisión y  las cuales, en no pocas
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oportunidades, la Administración General del Impuesto sobre la Renta 
omite incluir en el expediente del Recurso. En otras palabras, el Tri­
bunal comenzó a pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo y, 
en ese orden de cosas, comenzó a suplir o a llenar los vacíos que pre­
sentara el expediente en algunas de sus piezas por error u omisión 
de la Oficina Administrativa. Con todo el respeto que nos merece el 
Tribunal del Impuesto sobre la Renta, diferimos del criterio expuesto 
en cuanto al punto a que nos referimos, y a  que si consideramos que 
hasta la Ley derogada en 1966 la Administración General del Impuesto 
sobre la Renta tenía la atribución de pronunciarse en cuanto a la ad­
misibilidad del Recurso, en el momento de su interposición, en la 
vigente Ley la situación no ha cambiado en absoluto: Es por ante el 
ciudadano Administrador General del Impuesto sobre la Renta por 
ante quien se ejerce y  desde el momento en que a dicho funcionario 
el articulo 131 de la Ley de Impuesto sobre la Renta le otorga la fa­
cultad de denegar el Recurso es porque a él es a quien compete ad­
mitirlo o denegarlo, una vez interpuesto, en cuyos casos, en su orden, 
debe dictar la Resolución correspondiente. Tampoco compartimos el 
criterio del Tribunal en cuanto a que sea el Juzgado de Sustanciación 
el que de entrada al Recurso, y a  que dicho momento reviste especial 
importancia no sólo porque en él comienza la vía jurisdiccional pro­
piamente dicha sino porque sería la oportunidad en que el Tribunal, 
en el supuesto en que fuere necesario, pudiera provocar un conflicto 
de competencia. En el Tribunal de Apelaciones de Inquilinato, de na­
turaleza Contencioso-administrativa, es el Tribunal en pleno el que da 
entrada a los Recursos de Apelación que se interponen por ante el 
Director de Inquilinato y  para ante ese Tribunal, contra las decisiones 
administrativas emanadas de dicha Dirección. Además se trata de que 
en el acto de entrada se designa ponente y  se declara la causa abierta 
a  pruebas. Si por cualquier circunstancia fuera viable interponer un 
Recurso de Apelación contra dicho auto, no podría ser el Tribunal 
accidental el que conociera del Recurso interpuesto sino que debería 
serlo la Sa la  Político Administrativa de la Corte Suprema de Justicia 
que es la que conoce de las apelaciones interpuestas contra las senten­
cias dictadas por los Tribunales de Impuesto sobre la Renta.

Un punto de excepcional importancia es el relativo a ac larar si 
siempre y  necesariamente debe abrirse la causa a pruebas, o, por el 
contrario, puede no abrirse cuando no haya hechos qué probar. T ra­
dicionalmente, tanto los extinguidos Tribunales de Apelaciones del
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Impuesto sobre la Renta como los Tribunales del Impuesto sobre la 
Renta, han abierto a pruebas todas las causas, lo cual en el supuesto 
de que no haya hechos qué probar, a larga indebidamente los procesos 
de manera considerable, en contra de la propia economía procesal. 
No compartimos esa interpretación tradicional de la Ley de Impuesto 
sobre la Renta, y tenemos muy buenas razones para ello. En primer 
lugar, como ya  se dijo antes, los Tribunales del Impuesto sobre la 
Renta conocen de lo Contencioso-Fiscal y , por lo tanto, de controver­
sias de orden público. En segundo lugar, tanto la Ley Orgánica de la 
Hacienda Pública Nacional como la propia Ley de Impuesto sobre la 
Renta coinciden en buscar por todos los medios posibles la mayor 
celeridad de estos procesos, por razones de evidente interés y  las 
cuales y a  hemos anteriormente anotado. En tercer lugar, si el propio 
artículo 146 de la Ley de Impuesto sobre la Renta establece que para 
lo no previsto en el Capítulo 49 de su Título 12 regirán las disposicio­
nes del Código de Procedimiento Civil, en cuanto sean aplicables, no 
vemos por qué no puedan ser aplicables las disposiciones de dicho 
Código contenidas en sus artículos 279 y 280 y  tanto más cuanto que 
su aplicación obedecería, sin lugar a dudas, al principio de la econo­
mía procesal, y  que, por otra parte, en nada desvirtuará la naturaleza 
propia de este proceso. Veamos el texto de dichos artículos:

“Artículo 279.—No habrá lugar a la apertura del lapso probatorio:

l 9— Cuando el punto sobre que versare la demanda, aparezca, 
así por ésta como por la contestación, ser de mero derecho.

29—Cuando el demandado haya aceptado los hechos narrados en 
el libelo y  haya contradicho sobre el derecho.

39—Cuando las partes, de común acuerdo, convengan en ello, 
o bien cada una por separado pida que el punto se decida como de 
mero derecho, o sólo con los instrumentos y  pruebas que obren y a  en 
autos, o con los instrumentos que presentaren hasta informes.

49—Cuando la Ley declare que sólo es admisible la prueba ins­
trumental, la cual, en tal caso, deberá presentarse hasta el acto de 
informes."
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“Artículo 280.—El decreto del juez por el cual se declara que no
se admitirán pruebas, fundado en los casos l 9, 29 y  49 del artículo an­
terior, será apelable, y el Recurso se oirá libremente.

En el caso tercero no se oirá apelación.”

Aún cuando el caso tercero señalado por el artículo 279 sería 
muy difícil que se presentara, debido a que los abogados fiscales que 
en él intervengan están sujetos a ser autorizados por escrito a fin de 
convenir o desistir de todo acto que constituya renuncia expresa o 
tácita a alguna defensa procesal y  que afecte los intereses fiscales, 
sin embargo los casos l 9 y  29 no solamente pueden darse en muchos 
procesos sino que ocurren frecuentemente. Si el Tribunal declara que 
no habrá lugar a la apertura del lapso probatorio, por la presencia 
de las circunstancias en ellos anotadas, la parte que no esté de acuerdo
tendría un Recurso de Apelación para ante la Corte Suprema de Jus­
ticia y  el cual se oiría libremente, de manera que no existiría ningún 
peligro que afectara o pudiera afectar definitivamente los intereses 
del litigio.

(Continuará)
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S e n t e n c i a s  - t  al  7
1.—No. 364.— DEL TRIBUNAL 1* DE IMPUESTO SOBRE LA REN­

TA.— PONENTE, DR. P. E. DOMINGUEZ SANCHEZ.— (TE­
LARES LOS ANDES) DEL 22 DE JULIO DE 1968.— PARCIAL­
MENTE CON LUGAR.

GASTOS: DEDUCCION

"Conforme se expresó en otra parte 
de esta misma sentencia, la litis ha que­
dado reducida a la procedencia o impro­
cedencia de las partidas rechazadas por 
los fiscales bajo el concepto de "gastos 
no normales ni necesarios", pues la con­
tribuyente nada dijo ni en los escritos de 
apelación ni en informes respecto a los 
demás reparos que le fueron formula­
dos, y el Tribunal, después de haberlos 
examinados exhaustivamente por permi­
tirlo así la forma clara, completa y pre­
cisa como los fiscales actuantes expusie­
ron en actas los hechos y aplicaron el 
derecho, encuentra que tales reparos se 
ajustan a las normas contenidas en las
leyes de Impuesto sobre la Renta de
1955 y 1958 y el Reglamento de 1956, 
que son, por su vigencia temporal los Es­
tatutos aplicables al presente caso, y 
así se declara.

Entran pues los juzgadores a resol­
ver el punto fundamental controvertido, 
cual es la procedencia o no de la deduc­
ción de las sumas reparadas bajo el
concepto de "gastos no normales ni
necesarios" antes señalados, incluidos 
dentro del reparo global formulados a 
los "gastos generales" de la empresa.

A tal respecto se observa:

Cuatro condiciones concurrentes exi­
ge el ordinal 8° del artículo 12 de la 
Ley (igual tanto en la de 1955 como en 
la de 1958) aplicable al presente caso, 
para que proceda la deducción de los 
gastos generales, cuales son: a ) que sean 
normales; b ) que sean necesarios; c ) que 
hayan sido hechos en el país; y d ) que 
hayan sido hechos con el objeto de pro­
ducir la renta. La fiscalización impugnó 
la procedencia de varias partidas, discri­
minadas en los anexos "B", porque no 
reúnen las condiciones de normalidad y 
necesidad exigidas por la Ley para su 
deducción, posición que fue ratificada 
por la representación fiscal en la opor­
tunidad de informes, en la siguiente for­
ma: "Por lo que respecta a la prueba 
testifical promovida por el ciudadano 
doctor R. L. P., en su carácter de apo­
derado de la recurrente, y evacuada aque­
lla en su oportunidad, considero que con 
tal prueba él no desvirtúa en absoluto la 
procedencia de los reparos formulados a 
la contribuyente, consistentes en la no ad­
misión de los gastos ocasionados con mo­
tivo de regalar ella para los meses de di­
ciembre de cada uno de los ejercicios 
investigados a diversas personas, caja de 
whisky, champaña, objetos de porcelana,
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estuches, perfumes, etc., ello en razón de 
que con estos obsequios no está reali­
zando la Empresa ninguna actividad 
propagandística, ya que con este whisky, 
esta champaña, no está dando a conocer 
las diferentes clases de telas y demás 
tejidos que ella fabrica a los efectos de 
lograr su colocación en el mercado, sino 
por el contrario, la propaganda que está 
haciendo cuando hace esos regalos es al 
producto que obsequia. Por lo tanto, di­
siento totalmente del criterio del men­
cionado apoderado al pretender calificar 
tales obsequios como gastos de propa­
ganda."

En relación con el'problema plantea­
do, cabe señalar que tanto la jurispru­
dencia de este Tribunal como la de la 
Corte Suprema de Justicia, ha venido 
sosteniendo que "son gastos normales y 
necesarios" para la producción de la 
renta, aquellos desembolsos moderados 
que los contribuyentes realizan con el 
fin de hacer cordiales relaciones públi­
cas, pues es una manera de atraer los 
clientes y efectuar las operaciones que 
conducen a producir el enriquecimiento 
gravable, tal es el caso de la sentencia 
pronunciada por la Corte Suprema de 
Justicia, Sala Político-Administrativa, el 
21 de diciembre de 1960 (Gaceta Oficial 
N° 26.450 del 7-1-61). En ella se ex­
presa: "La fiscalización rechazó la de­
ducción montante a la cantidad de 
Bolívares 4.345,64, como "no nece­
sarios a la producción de la ren­
ta" y el Tribunal de Apelaciones de la 
la Sentencia recurrida declaró sin lugar 
el mencionado reparo, en virtud de con­
siderar que la expresada cantidad guar­

daba similitud con aquellos a que la 
reglamentación de la Ley (artículo 70 
del Reglamento) se refiere cuando admi­
te la deducción de los gastos de propa­
ganda. Dice a tal respecto el Tribunal 
sentenciador: 'Ya este Tribunal, en ante­
riores ocasiones, ha dictaminado positi­
vamente en el mismo sentido, cuando 
ha admitido, por ejemplo, la deducibili- 
dad de las pequeñas donaciones y limos­
nas que es costumbre hacer en los nego­
cios; como consecuencia de esta juris­
prudencia, el legislador ha aceptado la 
deducción de este tipo de gastos en for­
ma expresa, cuando para el complemen­
tario permite deducir las donaciones su­
periores a Bs. 5.000,00 hechas a  las ins­
tituciones benéficas o de asistencia so­
cial, oficiales o privadas, y siempre que 
conforme a esta Ley no sean deduciblcs 
para el impuesto cedular (artículo 40 de 
la Ley actualmente vigente). S i esto 
puede considerarse neecsario y normal 
cuanto más lo serán aquellos otros gas­
tos que como los analizados aquí, sin 
duda alguna contribuyen más efectiva­
mente y directamente a producir la ren­
ta. Por todas las razones anteriormente 
expuestas, considera este Tribunal dedu- 
cibles a los fines de la determinación de 
la renta, la suma de Bs. 4.345,64 atribuí- 
bles a gastos de propaganda y relaciones 
públicas, tales como pequeños obsequios 
y reuniones festivas, y así se declara'."

"La Corte considera que al tratarse 
del concepto de gastos de propaganda, 
no es pertinente, ni la Ley misma lo ha 
hecho, establecer normas o criterios ríg i­
dos o abstractos, ya que esa actividad 
de las empresas que se denomina propa­
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ganda, y cuya finalidad económica es 
suficientemente conocida en el mundo 
mercantil, como uno de los elementos 
que contribuyen a la producción de la 
renta, se presenta a menudo bajo nu­
merosas y distintas formas, según la natu­
raleza y finalidad de las empresas mis­
mas. En virtud de tales circunstancias, 
cree la Corte que la Administración Fis­
cal y especialmente la rama de la fiscali­
zación han de apreciar los casos con­
cretos con miras a establecer en cada 
uno de ellos el verdadero carácter del 
gasto cuya deducción ha sido solicitada 
a título de propaganda. En esa conside­
ración y consiguiente apreciación, los ór­
ganos fiscalizadores habrán de verificar 
la realidad del gasto, su correspondencia 
con el carácter propagandístico alegado; 
las costumbres locales y las normas de 
técnica mercantil sobre la materia; su mo­
dalidad y su proporcionalidad cuantita­
tiva con respecto al giro general de la 
empresa. En este último aspecto y con 
vista de las circunstancias específicas del 
gasto concreto cuya deducción se solicita, 
habrá de tenerse en cuenta un criterio 
de moderación, así para la calificación 
del gasto como respecto de su compro­
bación."

"Ahora bien, en el caso de autos se 
trata de la cantidad de Bs. 4.345,64, pro­
cedentes, según expresa la compañía ape­
lante, de la compra de licores y pasapa-

los para la fiesta que la compañía acos­
tumbra obsequiar a su personal durante 
las Navidades, e incluye también 'una 
partida correspondiente a la compra de 
varios regalos de Pascua para sus em­
pleados y para ciertas personas con las 
cuales tiene relación'. Estos gastos apa­
recen debidamente comprobados y apro­
bados por funcionarios autorizados por 
la Administración de la empresa. La 
apelante califica estos gastos como de 
propaganda y relaciones públicas'. La 

suma de 4.34?,64 constituye una parte 
insignificante de la totalidad de los gas­
tos generales de la empresa en el año 
económico considerado y una fracción 
aún más insignificante de la renta decla­
rada en el mismo año, la cual fué de 
Bs. 8.527.788,64. La Corte considera los 
gastos en cuestión normales, pues así 
lo indican la enunciación de su cuantía 
y la finalidad de ellos, y necesarios, pues 
la propaganda y las relaciones públicas 
bien organizadas contribuyen sin duda 
a la producción de la renta, la  cual es, 
por definición el objeto mismo de la ac­
tividad económica. En consecuencia, la 
Corte declara procedente dicha deduc­
ción."

En este orden de ¡deas, el Tribunal, 
después de examinar en cada uno de los 
ejercicios investigados las diversas parti­
das reparadas bajo el concepto de "gas­
tos no normales ni necesarios", encuen­
tra las siguientes cantidades:

1956 ...........................  Bs, 2.783,35, incluye Bs. 1.000,00 por contribución a
1957 ............................  ” 5.455,00 Congreso Eucarístico.
1958 ............................  " 7.460,00
1959 ............................  " 12.138,00
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correspondientes a compras de licores en 
los meses de diciembre o en fecha muy 
próxima a este mes, destinados a los ob­
sequios que la empresa hace a sus clien­
tes y favorecedores con motivo de las 
fiestas pascuales, tal como lo tiene pro­
bado en autos, con la deposición de los 
testigos promovidos, los cuales están 
contestes en el sentido de haber recibido 
de Telares Los Andes, C.A., diversos 
regalos consistentes de bebidas y con 
ocasión de las festividades navideñas; el 
Tribunal declara que "considera los gastos

en cuestión normales tanto por su cuan­
tía como por su enunciación, y necesa­
rios, pues la propaganda y las relaciones 
públicas contribuyen sin duda a la pro­
ducción de la renta, la cual es por defi­
nición el objeto mismo de la actividad 
económica" y en consecuencia proceden­
te la deducción de los mismos en los 
montos ya señalados de Bs. 2.783,35, 
Bs. 5.455,00, Bs. 7.460,00 y Bs. 12.138,00 
para los años de 1956 1957, 1958 y 
1959, respectivamente. Y así se declara.

2.— No. 365.— DEL TRIBUNAL 1’  DE IMPUESTO SOBRE LA REN­
TA.— PONENTE, DR. P. E. DOMINGUEZ SANCHEZ, (REPARO 
DE CONTRALORIA: DR. GUEVARA NUÑEZ).— DEL 23 DE 
JULIO DE 1968.

PERENCION DE LA INSTANCIA

"Ahora bien, el último acto de pro­
cedimiento practicado en el presente ju i­
cio tuvo lugar el día 7 de diciembre de 
1962, fecha en que el Dr. Marco Ramírez 
Murzi, Abogado Fiscal adscrito a la 
Administración General del Impuesto 
sobre la Renta, alegó la perención de la 
instancia, de modo que a partir de la 
citada fecha, hasta el 28 de febrero de 
1967, en que se produjo nueva solicitud 
de declaratoria de perención, no se ha 
ejecutado en el presente juicio, aparte de 
las notificaciones ordenadas por el T ri­
bunal en aquella oportunidad, ocurrida 
la última el 21-2-63, ningún acto de pro­
cedimiento y ha transcurrido en conse­

cuencia un lapso que excede del término 
de tres años requeridos por el artículo 
201 del Código de Procedimiento Civil 
para que opere la perención de pleno 
derecho. De lo expuesto el Tribunal con­
cluye que la solicitud de perención de la 
instancia en este proceso, es procedente; 
y así lo declara."

EFECTOS

"Y en cuanto respecta a los efectos 
de tal declaratoria sobre el reparo for­
mulado por la antiguamente denomina­
da Contraloría General de la Nación, el 
Tribunal observa:

El artículo 204 del Código de Proce­
dimiento C ivil determina los efectos de
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la perención, al establecer textualmente 
que:

"La perención no extingue la acción, 
n i los efectos de las decisiones dicta­
das, ni las pruebas que resulten de 
los autos, pero hace nulo el procedi­
miento."
"Cuando el juicio en que se verifique 
la perención se halle en apelación, la 
sentencia apelada quedará con fuerza 
de cosa juzgada."

La norma procedimcntal transcrita 
contempla pues dos situaciones diferen­
tes en cuanto a los efectos jurídicos de 
la perención de la instancia según ésta se 
opere estando o no el juicio en apela­
ción. En el primer supuesto, o sea, 
cuando la perención se realiza en causa 
en estado de apelación, la decisión ape­
lada queda con fuerza de cosa juzgada, 
por lo que en realidad lo que perime no 
es tanto la instancia sino el recurso de 
alzada.

En el segundo supuesto, o sea, cuan­
do la perención se consuma en una cau­
sa que no se halla en apelación, el actor 
conserva su derecho a deducir nueva­
mente su acción cuando a bien lo tenga, 
salvo el caso de retardo perjudicial pre­
visto en la Ley o salvo el caso de que 
impedimentos legales le veden la posibi­
lidad de recomenzar el proceso; igual­
mente el actor conserva el derecho de 
aprovechar los efectos de las decisiones 
interlocutorias dictadas y de las pruebas 
evacuadas. Pero para el cabal ejercicio 
de estos derechos el demandante tiene 
necesariamente que iniciar un nuevo

procedimiento, vale decir, recomenzar la 
instancia mediante el impulso procesal 
de una nueva demanda pues la instan­
cia perimida queda sin validez como 
consecuencia de la nulidad decretada por 
el propio legislador.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, 
la perención se ha consumado y decla­
rado en juicio deferido a la competencia 
de este Tribunal, en virtud de apelación 
propuesta contra reparo resultante de 
decisión administrativa dictada por la 
antigua Contraloría General de la Na­
ción, a cuyos fines la Ley establece un 
término perentorio de diez días, por lo 
cual ninguna eficacia jurídica puede atri­
buirse al recurso de apelación oportuna­
mente interpuesto contra el reparo im­
pugnado, pues los efectos de la peren­
ción de la instancia conllevan la nulidad 
de todos los actos de procedimiento, 
salvo las excepciones expresamente he­
chas por el legislador, entre las cuales no 
figura, ni podría figurar sin que se in­
curriera en una contradicción procesal, 
la demanda o apelación, pues entonces 
no habría propiamente una nueva ins­
tancia sino la prosecución de una instan­
cia ya comenzada y parcialmente anula­
da, lo cual no corresponde a la institu­
ción de perención en nuestro ordena­
miento adjetivo. La apelación contra di­
cho reparo hay que tenerla como nunca 
interpuesta pues la perención borró su 
existencia junto con la de los demás actos 
del proceso, salvo las pruebas evacuadas 
y las decisiones interlocutorias dictadas.

No sería éste el único caso en que la 
perención de la instancia de un juicio 
en primer grado jurisdiccional enerve o
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extinga indirectamente la vida de la ac­
ción. Borjas trae a colación a tal respecto 
los casos de prescripción de la acción 
ejercida como consecuencia indirecta de 
la nulidad de la citación a juicio del 
demandado que la había interrumpido, 
y los de las acciones interdictales que, 
como no pueden ser propuestas "sino 
dentro del año siguiente al hecho moti­
vo de la querella, se llega a perimir la 
instancia en que se las intente no podrían 
volverse a proponer, pues el año dentro 
del cual pueden serlo fenecerá mientras 
corre el trienio necesario para que se 
verifique la perención."

Es de observar que soluciones legisla­
tivas de países extranjeros de avanzado 
desarrollo en la sistemática del Derecho 
Adjetivo, han acogido en sus ordena­

mientos contencioso-administrativos el 
principio de imprimirle firmeza a la de­
cisión administrativa que ha sido objeto 
de un juicio en que se realice la peren­
ción de la instancia, aún en el primer 
grado de la jurisdicción.

Por lo expuesto, este Tribunal Prime­
ro de Impuesto sobre la Renta, adminis­
trando Justicia en nombre de la Repú­
blica y por autoridad de la Ley, declara 
perimida la instancia en el presente ju i­
cio ,e igualmente declara que el expre­
sado reparo con monto de Bs. 2.532,65, 
adquiere en tal virtud fuerza de acto 
administrativo definitivamente firme y 
puede ser cobrado ejecutivamente me­
diante la respectiva planilla de liquida­
ción."

3.—No. 366.— DEL TRIBUNAL 1* DE IMPUESTO SOBRE LA REN­
TA.— DR. P. E. DOMINGUEZ SANCHEZ.— (GALLETAS NABIS­
CO ).— DEL 23 DE JULIO DE 1968.—SIN LUGAR.

REBAJAS POR INVERSIONES: 
CALCULOS DE ESTAS

Como se ve, el punto de disidencia 
entre las dos tesis se concreta a dilucidar 
cuál es la correcta interpretación de la 
norma mencionada, o sea, esclarecer si 
la deducción a que ella alude, compren­
de el valor de toda la depreciación asig­
nada en el año declarado a todos los 
activos de la empresa o si sólo lo vincu­
lado a los nuevos activos adquiridos en 
el año.

Este problema ha sido planteado en 
anteriores oportunidades ante este Tribu­
nal y ante la Corte Suprema de Justicia, 
Sala Político-Administrativa. En efecto 
podemos leer en la Sentencia de este alto 
organismo judicial, de fecha 10-6-63, lo 
siguiente: "No fué sino en la Ley de 
Impuesto sobre la Renta, de diciembre 
de 1946, cuando apareció consagrado en 
el artículo 28, Parágrafo Primero, el des- 
gravamen fiscal comentado para las ren­
tas superiores a 14 millones de bolívares. 
Sin embargo, como a llí no se estableció
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un mecanismo preciso para determinar 
las inversiones que gozarían de este be­
neficio, se incurrió en la confusión de 
creer que era el establecido por el articu­
lo 11 ejusdem".

"Ahora bien, esta confusión, vino a 
ser definitivamente disipada, de manera 
expresa, por la Ley de Impuesto sobre 
la Renta de 1958. En efecto, su artículo 
38 (equivalente al 28 de las leyes ante­
riores), a la vez que modificaba las tari­
fas relativas al desgravamen, ratificó di­
cho desgravamen o rebaja en favor "del 
costo de las inversiones efectuadas en el 
país por el contribuyente en la expan­
sión de sus medios de producción", pero 
lo aclaró, definitivamente, en el nuevo 
Parágrafo Segundo, al establecer que 
"para determinar el monto de las inver­
siones efectuadas en el país.................. se
deducirán del costo de los nuevos activos 
los retiros y depreciaciones del ejercicio 
y no se tomarán en cuenta las inversio­
nes deducidas conforme al ordinal 7° 
del artículo 12".

Y más adelante se asienta: "La Ley 
de 1958 dice que para determinar el 
monto de las inversiones efectuadas en
el país.................. se deducirán del costo
de los nuevos activos, los retiros y de­
preciaciones del ejercicio................ ", esto
es, ordena expresamente deducir los "re­
tiros" y "depreciaciones" (del ejercicio), 
que no le ordenaba la Ley aplicable al 
caso sub judice. Sin embargo, en cuanto 
a los retiros, el mismo Tribunal ha ve­
nido considerando, con especial acierto 
sin duda, que ellos deben deducirse, pese 
a la omisión de sus referencias expresa 
en la legislación anterior, por entender,

ciertamente, que las inversiones en ellos 
no responden al concepto económico- 
legal— de expansión en los medios de 
producción de la empresa; pero, en cam­
bio, y precisamente con base en la mis­
ma omisión de esta referencia expresa 
en tal legislación, subsanada en la re­
forma de ésta, establece en la recurrida 
que las "depreciaciones" no son deduci- 
bles. Hay evidente inconsecuencia en el 
razonamiento. S i la omisión, en la legis­
lación aplicable al caso de autos, de la 
referencia a los "retiros" no fue óbice 
legal alguno para que los sentenciado­
res de la Primera Instancia se pronuncia­
ran por la deducción de los mismos, 
tampoco habría de serlo para que tam­
bién se pronunciaran, en igual sentido, 
respecto de las "depreciaciones"; o, a la 
inversa, si la referencia expresa a éstas en 
la legislación posterior constituyó el óbice 
legal para que ellos mismos excluyeran 
las "depreciaciones", ha debido serlo 
también para excluir igualmente los "re­
tiros"; en otras palabras, si la recurrida 
excluyó las "depreciaciones", por consi­
derar que su mención expresa en la le­
gislación posterior significaba "cambiar 
al criterio acogido anteriormente en la 
Ley reformada", también ha debido ex­
cluir, por el mismo motivo, los "retiros". 
Sin embargo, en la opinión de la Corte, 
no se ha operado en la legislación cambio 
alguno de criterio en lo que a la mate­
ria respecta, ni menos aún, se trata de 
aplicar la Ley nueva a situaciones ya 
creadas durante la vigencia de la Ley 
vieja, por lo cual no hay lugar a  plan­
tearse el problema de la irretroactividad 
de las leyes. Al contrario, la reforma le­
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gislativa, en este punto, no tuvo otro 
alcance, como ya se dijo, que el de acla­
rar definitivamente, el concepto de in­
versiones conducentes a la expansión en 
los medios de producción de la empre­
sa, y de disipar, en la misma forma, las 
dudas creadas al margen del texto legal 
anterior, pero ello no implica, de ningu­
na manera, cambio alguno de criterio, 
toda vez que el concepto fundamental, 
que da lugar al beneficio fiscal aquí 
cuestionado, continúa siendo el mismo 
en una y otra legislación, a saber: "las 
investigaciones efectuadas en el país por 
el contribuyente en la expansión de sus 
medios de producción"; y por tales "in­
versiones" debe entenderse, mediante la 
interpretación económicamente razona­
ble del concepto, como bien lo asienta el 
representante del Fisco en sus informes, 
las inversiones netas, resultantes éstas, al 
deducir, de su monto bruto, los retiros 
y sus depreciaciones durante el ejercicio, 
por ser ellas las que vienen a determinar, 
sin la menor duda, si, en su consecuen­
cia se produjo tal "expansión en los me­
dios de producción de la empresa". Este 
criterio, que acoge y ratifica el Tribunal 
en la presente oportunidad, está además 
claramente analizado en el oficio de con­
firmación del reparo de la Sala de Exa­
men de la Controlaría General de la Re­
pública, cuando dice:

"El empleo del término "retiros" en 
la redacción de la norma controvertida 
apoya el contenido del reparo. No ocu­
rren retiros de nuevos activos en el mis­
mo año en que han sido adquiridos y 
esto es concebible sólo excepcionalmente, 
por lo cual es fácil colegir que el legis­

lador se refiere fundamentalmente a re­
tiros (sinónimo de desuso o reemplazos 
en la Ley) de activos adquiridos en 
años precedentes. Tampoco se concibe 
que al referirse a la depreciación aluda 
únicamente a la de los nuevos activos, 
pues la depreciación de éstos en el pri­
mer año representa para el Fisco un va­
lor insignificante que no vale la pena 
tomar en cuenta como factor de sustraen- 
do a la inversión, máxime si esa depre­
ciación sólo comprende una fracción de 
año, como sucede en la mayoría de los 
casos de esta índole."

Con respecto a la inclusión en la Ley 
del Parágrafo Cuarto, para propiciar el 
desarrollo y fomento industrial, el ciuda­
dano Ministro de Hacienda en exposi­
ción publicada en "El Nacional" del 20 
de diciembre de 1958 se expresa lo si­
guiente: "Otras reformas de particular 
interés es la introducción de un sistema 
de exoneración parcial del impuesto en 
razón de las inversiones hechas en acti­
vidades productivas, lo que tiende a 
crear un incentivo a la industria, la agri­
cultura, la cría, el transporte y la ener­
gía. Esta reforma constituye una innova­
ción que se ha querido introducir a 
título experimental con vista a estable­
cer un sistema más completo en un fu­
turo próximo. El sacrificio fiscal que 
todo esto significa, estaría compensado 
por el aumento de la formación del ca­
pital en el país."

Pero es evidente que la intención del 
Legislador es promover las nuevas in­
versiones, traducidas en "activos nuevos" 
y no en desembolsos ocurridos por razón 
de sustitución de bienes de la empresa.
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"Aparece clara, igualmente, la idea pro­
teccionista de la Ley, pero el Legislador 
no quiso, por no ser justa, otorgar una 
protección ilim itada sobre toda inver­
sión, sino que para evitar que se compu­
taran como "nuevos activos" lo que era 
simple sustitución de activos, ordenó la 
sustracción de los retiros y  depreciacio­
nes ocurridos durante el ejercicio por 
presumirse fundadamente que éstos han 
sido reemplazados con parte de los "nue­
vos activos."

El Tribunal por su parte aduce lo 
siguiente: La parte final del parágrafo 
4o del artículo 38 de la Ley de la materia 
ya aludida dice así: "Para la determina­
ción del porcentaje de inversión con 
respecto a la renta neta global, se dedu­
cirán del costo de los nuevos activos, los 
retiros y depreciaciones del ejercicio."

Es necesario desentrañar el verdadero 
sentido y alcance de esta norma legal en 
discusión para poder precisar su exacta 
aplicación. Encontramos en el primer su­
puesto de hecho de la misma, contenido 
en su parte primera, que el propósito de 
crear esta rebaja no es otro sino procu­
rar con este incentivo que se incremen­
ten las inversiones de capitales en el 
país, con miras a obtener un verdadero 
desarrollo tanto en la industria, en la 
energía eléctrica, en el transporte, como 
en las actividades propias de la agricul­
tura y la cría, que se estima conveniente 
favorecer en defensa del bien colectivo, 
lo cual se traduce en fuente permanente 
de ingresos que, al asegurar por otra 
parte fuerzas constantes de trabajo, van 
a proporcionar un desarrollo progresivo 
de esas actividades sin que se llegue a

una situación estática, que no permita 
ese progreso deseado.

Así, pues, para que el contribuyente 
tenga pleno derecho a este incentivo, el 
legislador ha previsto en la parte final 
del dispositivo legal, el procedimiento 
que va a precisar la inversión efectiva en 
el año gravable, y así estableció que del 
costo de estas nuevas inversiones se de­
ducirán los retiros y depreciaciones del 
ejercicio, ya que mal podría considerarse 
que, un contribuyente que haga nuevas 
inversiones en el ejercicio por un monto 
igual o inferior al de las depreciaciones 
y retiros del mismo (inclusive las depre­
ciaciones y retiros de los nuevos activos), 
efectúe una inversión efectiva, cuando 
estos nuevos bienes incorporados, vienen 
a sustituir en parte a aquellos que se 
han retirado, ya sea por su antigüedad, 
ya sea porque se han llevado a cabo 
enteramente la vida útil de esos bienes 
y se han depreciado por consiguiente en 
su totalidad ya sea por destrucción de 
los mismos considerándose que el pro- 
sito de la contribuyente es el mante­
ner el mismo ritmo de producción, o 
bien superarlo, porque de lo contrario, al 
dejar de reponer esos activos cuando se 
han cumplido los hechos antes anota­
dos. el contribuyente, entonces, estaría 
declinando en sus actividades produc­
toras.

Con base en las consideraciones ante­
riores y en atención a expresas disposi­
ciones de la Ley que establece que para 
la determinación del porcentaje de inver­
sión con respecto a la renta neta global, 
se deducirán del costo de los nuevos acti­
vos los retiros y depreciaciones del ejer­
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cicio, el Tribunal estima correcto el Re­
paro de la Sala de Examen de la Contra- 
loria General de la República y así lo 
declara.

En consecuencia, este Tribunal Pri­

mero de Impuesto sobre la Renta, admi­
nistrando Justicia en nombre de la Re­
pública y por autoridad de la Ley, de­
clara sin lugar la presente apelación en 
los términos expuestos en esta sentencia.

4.— No. 367.— DEL TRIBUNAL D DE IMPUESTO SOBRE LA REN­
TA (RECURSO DE HECHO).— CORPORACION VENEZOLA­
NA DE ALUMINIO.— PONENTE DR. JAIME PARRA PEREZ.— 
DEL 30 DE JULIO DE 1968.—CON LUGAR.

EXTEMPORANEIDAD O NO DEL 
CONTENCIOSO

Siendo oportunidad legal, el Tribunal 
pasa a dictar su fallo, a cuyo objeto ob­
serva:

Conforme se desprende de los autos, 
la Administración General del Impuesto 
sobre la Renta se negó a oir el recurso 
contencioso fiscal interpuesto el 14 de 
noviembre de 1967, por Corporación 
Venezolana de Aluminio, C. A. (CO- 
VENAL), contra las planillas de liqu i­
dación de impuesto y multa expedidas 
a su cargo el 11-10-67, bajo los números
427.641 y 427 642, con montos respecti­
vos de Bs. 70.769,03 y 30.158,03, al sus­
tentar la nombrada oficina en Resolu­
ción N ? HIR-100-00412-3, del 13-5-68, 
el criterio de haber sido extemporáneo 
el recurso deducido, en razón de que el 
artículo 127 de la vigente Ley de Im­
puesto sobre la Renta, establece el tér­
mino de quince (15) días hábiles para 
tal fin y "entre la fecha de recibo, o sea 
el 14 de octubre de 1967, y la fecha en

que fué interpuesto su escrito de impug­
nación, 14 de noviembre de 1967, trans­
curriendo más de los quince (15) días 
hábiles señalados por la Ley como tér­
mino para su interposición, éste en defi­
nitiva resulta extemporáneo".

Por su parte, la recurrente sostiene 
que no es cierta la extemporaneidad del 
recurso, alegada por la Administración 
del Impuesto, en virtud de que las pla­
nillas objeto de apelación fueron recibi­
das por ella el 25 de octubre de 1967 y 
el correspondiente recibo recursorio fué 
introducido el 14 de noviembre de 1967, 
o sea dentro del lapso previsto por el 
artículo 127 de la Ley de la materia.

El Tribunal observa:
Conforme a lo expresado, la cuestión 

a decidir se concreta a precisar la fecha 
en que la contribuyente recibió las pla­
nillas objeto del recurso, pues si lo fué 
el 14-10-67, como lo sostiene la Oficina 
Liquidadora, evidentemente aquel es ex­
temporáneo, mientras que si por el con­
trario se acoge la fecha alegada por la 
recurrente (25-10-67), el recurso aparece
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interpuesto dentro del término legal, o 
sea el penúltimo día del lapso —15 días 
hábiles— acordado a tales fines por el 
artículo 127 de la Ley de Impuesto sobre 
la Renta, pues bien rotorio es que con­
forme al Ca'endario Gregoriano que nos 
rige, del 25 de octubre de 1967 al 14 de 
noviembre del mismo año, transcurrie­
ron veintiún (21) días, entre éstos tres 
(3 ) domingos (días 29-10-67, así como 
el 5 y el 12 de noviembre) en que tam­
poco labora la Administración General 
del Impuesto sobre la Renta; transcurrió 
igualmente el día que dió lugar a la 
apertura del término establecido por la 
Ley de la materia para intentar el re­
curso contencioso fiscal (d ía 25-10-67), 
tampoco computable dentro de aquel tér­
mino en virtud de la regla de derecho 
"dies a quo no computatur in termino', 
acogida por nuestro ordenamiento posi­
tivo, tanto material como formalmente, 
con los artículos 12 del Código C ivil y 
150 del Código de Procedimiento Civil.

Ahora bien, en el caso concreto del 
presente recurso de hecho la Adminis­
tración General del Impuesto sobre la 
Renta sostiene que las planillas de liqu i­
dación fueron recibidas por la contribu­
yente el día 14-10-67 y en autos apare­
cen producidas por ella, los originales 
(2 ) de las constancias de recibo de las 
planillas Nos. 427.641 y 427.642, en cuyo 
texto se lee que fueron dirigidas a Cor­
poración Venezolana de Aluminio, C.A., 
Edificio Gran Avenida, segundo piso, 
Plaza Venezuela, Caracas. Igualmente 
aparece que la persona que firma "H er­
menegildo", la que según la recurrente, 
es conserje del edificio donde están sus

oficinas, pero ningún nexo de trabajo 
tiene con ella y para aprobar este alegato 
promovió la testifical de Hermenegildo 
Vengocchea y la relación del personal 
que laboró en la empresa en el año civil 
de 1967, presentada al Ministerio del 
Trabajo, conforme al artículo 70 del Re­
glamento de la Ley del Trabajo.

Pero a juicio de este Tribunal, la 
prueba fundamental promovida por la 
recurrente para desvirtuar la aseveración 
de la Oficina Liquidadora respecto de la 
fecha de recibo de las planillas que die­
ron lugar al recurso contencioso fiscal, es 
la de inspección ocular en el libro desig­
nado por la mencionada oficina para el 
despacho de la correspondencia oficial or­
dinaria a través de la Oficina Principal 
de Correos de Caracas y en el cual se 
identifican los despachos que contienen 
planillas de liquidación de la serie deno­
minada "especial", destinada a los con­
tribuyentes de la ciudad de Caracas. Eva­
cuada esta prueba, el Tribunal dejó 
"constancia expresa de que dichas pla­
nillas de liquidación fueron recibidas por 
la Oficina Principal de Correos de Ca­
racas el día veinticuatro (24) de octu­
bre de m il novecientos sesenta y siete 
(1967), a fin de su notificación al desti­
natario Corporación Venezolana de A lu­
minio, C.A., el Tribunal examinó y tuvo 
en cuenta a los fines de determinar la 
aludida fecha un sello húmedo que fué 
estampado por dicha oficina con el si­
guiente texto: "República de Venezuela. 
Oficina de Correos. 24 de OCT. 1967. 
Receptoría Oficial Centro Postal de Ca­
racas."

Los resultados de la citada prueba de
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inspección ocular, adminiculada a otras 
promovidas por el apoderado de la re­
currente, como es por ejemplo el sobre 
que contenía a las tantas veces citadas 
planillas de liquidación, al cual imprimió 
la Oficina de Correos de Caracas un sello 
húmedo que determina como fecha de 
su recerción la del día 24-10-67, llevan 
al ánimo de los juzgadores, la convic­
ción de que la fecha inscrita en las tarje­
tas de "constancia de recibo" —funda­
mento de la resolución recurrida— no 
responde a la verdad, puesto que nunca 
podría entregar el correo el 14-10-67, 
una correspordencia que recibió el 24- 
10-67, como ha sido demostrado.

Por último, cabe señalar que aun 
cuando las planillas recurridas en es­
crito consignado en la Administración 
del Impuesto sobre la Renta el 14 de 
noviembre de 1967, hubieran sido recibi­
das por la contribuyente el mismo día de 
su consignación en la Oficina de Correos 
(24-10-67), el recurso contencioso fiscal 
aparece interpuesto en tiempo oportu­
no, o sea el último día del lapso previsto 
a tales fines por el artículo 127 de la 
vigente Ley de Impuesto sobre la Renta,

pues de los veintidós (22) días que 
corren entre el 24-10-67 y el 14-11-67, 
es procedente rebajar tres (3 ) sábados 
(28-10-67 y 4 y 11 de noviembre) y 
tres domingos (29-10-67 y 5 y 12 de 
noviembre) en que no laboran las Ofi­
cinas de la Administración General del 
Impuesto, así como el día que dió lugar 
a la apertura del término (24-10-67), no 
computab'.e según lo previsto por los ar­
tículos 12 del Código Civil y 150 del 
Código de Procedimiento Civil, como 
hemos dicho anteriormente.

En virtud de las consideraciones que 
anteceden, este Tribunal Primero de Im­
puesto sobre la Renta, administrando 
Justicia en nombre de la República y 
por autoridad de la Ley, declara con 
lugar el presente recurso de hecho, y, 
en consecuencia, dispone que la Adm i­
nistración General del Impuesto sobre 
la Renta oiga el recurso contencioso fis­
cal interpuesto por la empresa Corpora­
ción Venezolana de Aluminio, C.A ., 
contra las planillas de liquidación Nos.
427.641 y 427 642, emitidas a su cargo 
el 11-10-67, con montos de Bs. 70.769,03 
y 30.158,03, respectivamente.

5.— No. 368.— DEL TRIBUNAL 1* DE IMPUESTO SOBRE LA REN­
TA.— PONENTE. P. E. DOMINGUEZ SANCHEZ— (ATECSA).— 
DEL 2 DE AGOSTO DE 1968.— PARCIALMENTE CON LUGAR.

DECLARACION DE RENTAS OMI­
TIDAS

"Por lo que respecta al reparo N° 54,

el Tribunal ratifica en cuanto al fondo 
los razonamientos de derechos expresa­
dos, atinentes al gravamen y  oportunidad 
de éste y en consecuencia correcta la de
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Bs. 69.937,85 relativa al impuesto com­
plementario progresivo sobre Bolíva­
res 647.211,90 que fue la participación de 
la empresa "ATECSA" en los beneficios 
de Bs. 1.941.635,70 declarados por el con­
sorcio "Atecsa-Inaca-Quivensa" durante 
el año de 1960; participación aquella que 
debió ser declarada por la recurrente en 
su ejercicio 1-12-60 a 30-11-61, declara­
ción que no consta en autos haya sido 
formulada.

Precisamente, la falta de declaración 
es el fundamento esgrimido por el orga­
nismo reparador, para, por una parte 
recabar, mediante el reparo citado, el im­
puesto concerniente a la renta gravablc 
no declarada y por la otra imponer a la 
recurrente una multa de Bs. 69.962,85, 
conforme a lo previsto por el artículo 59 
de la Ley de Impuesto sobre la Renta 
promulgada en febrero de 1961, que es 
la aplicable al ejercicio reparado.

MULTA GRADUACION

En cuanto a esta sanción el Tribunal 
observa: el artículo 59 ya mencionado 
dispone: "El contribuyente que no hi­
ciere oportunamente la declaración pres­
crita en el artículo 49 de esta Ley será 
penado con multa de veinticinco bolíva­
res (Bs. 25,00) y si hubiere lugar a la 
liquidación de impuesto, dicha multa 
será aumentada en una cantidad que po­
drá ser desde un décimo hasta otro tanto 
del impuesto causado"; pero cabe seña­
lar que las facultades de que gozan los 
funcionarios para reprimir con sanciones 
las contravenciones fiscales son faculta­
des regladas, pues los estatutos legales y

reglamentarios no se las han concedido 
en forma discrecional sino sometidas al 
cumplimiento de ciertos supuestos tácti­
cos que deben realizarse en cada caso 
concreto como antecedentes previos a la 
pena. En el caso bajo sentencia la norma 
legal sancionadora invocada por el Orga­
nismo reparador, al indicar el quantum 
de la pena, establece una base fija de 
Bs. 25,00, y otra variable —cuando hay 
lugar a liquidación de impuesto— que 
permite la graduación de la multa según 
la mayor o menor gravedad de la infrac­
ción de acuerdo con las circunstancias 
concurrentes, que consiste en aumentar 
la base fija con cantidades que oscilan 
entre un décimo y otro tanto del impues­
to causado.

La graduación de la pena compren­
dida entre dos límites, mediante la apli­
cación del término medio, disminuido 
al mínimo o aumentado al máximo se­
gún las circunstancias atenuantes o agra­
vantes concurrentes, es un principio clá­
sico de derecho penal común que ha 
continuado también dominando en el 
Derecho Penal Tributario. En nuestra 
sistemática positiva ha sido acogido por 
la Ley Orgánica de la Hacienda Pública 
Nacional vigente, que en ese punto re­
mite al Código Penal, como se desprende 
del artículo 310 de dicha Ley Orgánica, 
al expresar que cuando se establezca 
para contravenciones fiscales una pena 
comprendida dentro de dos límites, se 
hará la aplicación de ello conforme a lo 
dispuesto en el Código Penal, teniendo 
también en cuenta la mayor o menor 
gravedad del perjuicio ocasionado al 
Fisco por la infracción.
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También la Ley de Impuesto sobre la 
Renta aplicable al ejercicio cuya declara­
ción no fue presentada, en su Capítulo 
XV que trata "De las Penas", estatuye 
en el único aparte del artículo 69, que 
"En la aplicación de las multas se ten­
drán en cuenta cualesquiera circunstan­
cias que atenúen o agraven la infrac­
ción."

En el presente caso la oficina repara­
dora impuso la sanción en su límite má­
ximo, sin expresar en el pliego de repa­
ro los hechos o circunstancias agravantes 
que a su juicio justificaran la elevación 
de la pena al extremo superior. Es de ad­
vertir que en este caso particular, la sola 
mora en la presentación de la declaración 
de rentas es el supuesto de hecho fun- 
damen'a1 que configura la ilicitud fiscal 
sancionada por la Ley con la imposición 
de multa y no constituye una circuns­
tancia agravante pues faltaría aún por 
determi~ar si la recurrente obró dolosa­
mente al afirmar por ejemplo que en su 
declaración del ejercicio 58-59 computó 
la participación que debía declarar en el 
el período 59-60 o que tampoco es cierta 
la aseveración de que carecía de infor­
mación respecto al monto de su partici­
pación en los beneficios del consorcio 
en el período que la originó.

Por tales razones considera el Tribu­
nal que en el caso de autos la multa im­

puesta es procedente, pero no en su lí­
mite máximo como ha sido aplicada, 
sino en una cantidad igual a la base 
fija (Bs. 25,00) más el término medio 
de la base variable prevista en la norma 
sancionadora, pues no han sido produci­
das en el ex~ediente circunstancias espe­
ciales que agraven o atenúen la falta san­
cionada; y así se declara.

Queda, en consecuencia reformado en 
los términos expuestos el reparo N° 54, 
que por la cantidad de Bs. 139.900,70, 
formu’ó el 22-1-64 la Sala de Examen 
de la Contraloría General de la Repú­
blica y consecuencialmente la planilla de 
liquidación N° 301 681, del 7-10-64, li­
brada a cargo de la recurrente con base 
en dicho reparo debe ser modificada 
para ajustarla a les términos de la pre­
sente sentencia.

En cuanto a la planilla N? 301.680, 
de fecha 7 de octubre de 1964, emitida 
a cargo de la recurrente con fundamento 
del reparo N° 53 del 22-1-64, queda 
confirmada en su totalidad.

Por todas las razones que anteceden, 
este Tribunal Primero de Impuesto sobre 
la Renta, administrando Justicia en 
nombre de la República y por autoridad 
de la Ley, declara parcialmente con lu ­
gar la presente apelación en los términos 
ya expuestos.
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6 — No. 369.— DEL TRIBUNAL 1’  DE IMPUESTO SOBRE LA REN­
TA.— PONENTE, DR. JOSE LUIS ALBORNOZ O.— (DR. BRICE). 
DEL 14 DE AGOSTO DE 1968.— CON LUGAR.

INTERESES MORATORIOS Y 
PRESCRIPCION

"El artículo 56 de la Ley Orgánica 
de la Hacienda Pública Nacional pres­
cribe que cuando una renta nacional no 
sea pagada en la fecha en que es exigi- 
ble conforme a las disposiciones que la 
rigen el deudor o contribuyente deberá 
pagar intereses moratorios a la rata del 
uno por ciento (1% ) mensual, salvo que 
las leyes fiscales especiales fijen uno 
distinto, desde el día en que se hizo el 
pago hasta el día en que se efectuó, sin 
perjuicio de hacerse el cobro ejecutiva­
mente conforme a la Ley."

Los intereses moratorios, establecidos 
en la an*erior disposición tienen en nues­
tro derecho administrativo un carácter 
indemnizatorio es decir concretan un re- 
sarciamiento del Fisco Nacional por el 
retardo en percibir los créditos a su fa­
vor. La extinguida Junta de Apelaciones 
del Impuesto sobre la Renta en fallo 
N° 253 del 20-10-48 expone muy clara­
mente la naturaleza de los intereses mo­
ratorios: ................ "los intereses morato­
rios constituyen una indemnización que 
la Nación lcgalmente establece a su favor 
por causa del retardo en el pago en que 
incurran los deudores o contribuyentes 
de una renta nacional exigible, tal como 
lo estatuye el artículo 56 de la Ley Orgá­
nica de la Hacienda Nacional. No se 
trata pues, de multa o sanción pecuna-

ria impuesta por infracción de una nor­
ma legal sino de intereses causados por 
la tenencia o uso de sumas que han debi­
do serle pagadas a la Nación dentro del 
plazo respectivo de manera que los inte­
reses moratorios fiscales exhiben una na­
turaleza semejante a la de los intereses 
convencionales que pacten los particula­
res en los contratos de préstamos de di­
nero, con la sola diferencia de que en el 
campo fiscal donde predominan princi­
pios y consideraciones de derecho públi­
co los intereses de demora no son fijados 
por el libre juego de la autonomía de la 
voluntad de las partes, sino que el Fisco 
Nacional —encarnación patrimonial de 
la Nación— en ejercicio del jus imperii 
ha establecido en forma unilateral y co­
activa la tasa de los intereses que deben 
serle pagados por la retención o disfrute, 
por parte de los deudores o contribuyen­
tes, de sumas exigibles que no fueron 
cubiertas dentro del plazo oportuno."

Dichos intereses tienen su fuente en 
la Ley (accescriedad legal) y (son) co­
munes a todos los impuestos y contribu­
ciones, siendo de ob'igatoria aplicación 
por el solo hecho del advenimiento del 
retardo en la recaudación de aquellos.

Ahora bien, cuál es el régimen pres- 
criptivo aplicable a estos intereses pecu­
liares? Según lo dispone el artículo 58 
de la Ley Orgánica de la Hacienda Pú­
blica Nacional, la prescripción ordinaria 
en materia de créditos fiscales, salvo lo
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dispuesto en leyes especiales, es la dece­
nal, contada desde la fecha en que la 
contribución se hizo exigible. Por otra 
parte el artículo 18 ejusdem establece 
que: "Los derechos y acciones en favor 
del Fisco Nacional o a cargo de éste, 
están sujetos a la prescripción, conforme 
a las reglas del Código Civil, a falta de 
disposiciones contrarias de esta Ley o de 
las Leyes fiscales especiales."

La Corte de Casación ha dicho al res­
pecto: "Está fuera de duda que las d i­
versas prescripciones breves establecidas 
en el artículo 1.982 del Código Civil, 
están fundadas sobre una presunción de 
pago. Están destinadas a suplir el com­
probante que faltará así siempre al deu­
dor para demostrar su liberación. En 
efecto, todas estas prescripciones se apli­
can a deudas no constatadas por un ins­
trumento, y que a menudo son pagadas 
sin exigir el recibo al acreedor. La pre­
sunción de pago que sirve de base a estas 
prescripciones breves, es tanto más vero­
símil cuanto que concierne a deudas 
cuyo pago es generalmente exigido con 
prontitud, porque representan para el 
acreedor la renta de su trabajo. El que 
invoca una de estas presunciones sostie­
ne, pues, en definitiva, que ha pagado." 
(Sentencia de la Corte de Casación de 
fecha 10-6-60)."

Entre los procedimientos de interpre­
tación lógica en materia tributaria, el 
Maestro Benvenuto Grizioti, aconseja re 
cordar "la exigencia técnica del ingreso" 
ya que "se puede hacer constar que en 
países de civilización y exigencias finan­
cieras análogas se encuentran institucio­
nes financieras similares" y "de ahí que

se pueda comprender mejor la estruc­
tura técnica de una determinada Ley te­
niendo en cuenta también la del impuesto 
análogo de otros países"; "es además 
ventajoso el estudio del derecho extran­
jero si de él derivó su origen la Ley en 
cuestión así como el examen del de­
sarrollo de instituciones jurídicas simila­
res de otros pueblos, si las respectivas 
condiciones sociales permiten la confron­
tación y analogía". (Principios de Polí­
tica, Derecho y Ciencia de la Hacienda, 
Edición de 1958).

En este orden de ideas es oportuno 
citar aquí lo que respecto a la "Prescrip­
ción de Intereses", dice el profesor Giu- 
liani Fonrouge, en su ebra "Derecho 
Financiero", volumen primero, página 
516, Edición de 1962, así:

"Prescripción de Intereses.—Fundán­
dose en la disposición del artículo 4.027, 
inc. 3, del Código Civil, que establece 
la prescripción de cinco años para lo que 
debe pagarse por años o plazos periódi­
cos más cortos, se ha pretendido que los 
intereses devengados por pago tardío de 
impuestos prescriben en ese término. To­
das las decisiones han sido adversas a 
ese criterio, por no tratarse del interés 
de una suma de efi-'ero, pagadero con 
independencia del capital en determina­
dos plazos periódicos, sino de un recargo 
que se satisface conjuntamente con el 
gravamen y en un solo acto; y sí las 
leyes tributarias aluden a determinada 
tasa de interés "anual" o "mensual", es 
al sólo efecto de determinar el monto 
del recargo, pero no la forma de pago."

"Siendo un accesorio del impuesto, 
de carácter indemnizatorio o resarcitorio



(no punitorio), debe seguir la condición 
de lo principal, de manera que, en prin­
cipio, prescribe a los diez años por apli­
cación del artículo 4023, Cód. Civil, o 
del artículo 1 de la Ley 11.583 para los 
tributos nacionales; salvo situaciones re­
gidas por ordenamientos fiscales que es­
tablecen un término más breve para la 
prescripción del impuesto —p. ej., Ley 
11.683, Ley de Aduana, Ley de sellos—, 
en cuyo caso regirá el mismo plazo para 
los intereses."

Si la legislación y jurisprudencia de un 
país, que tiene un sistema sustancialmente 
igual al nuestro, ha resuelto el problema 
en tales términos, no vemos razones espe­
ciales en virtud de las cuales las nuestras 
deben resolverlo de otro modo diferente. 
De ah! entorces que, coincidente con el 
criterio doctrinal y jurisprudencial tras­
crito, el Tribunal considere ajustado a 
Derecho el alegato del recurrente cuando 
expresa: "En efecto: si lo más valioso 
que es el impuesto, prescribe por cinco 
años, no puede existir ni existe razón 
que justifique un lapso de prescripción 
mayor para lo de menor importancia o 
valor. Pero es que entre los argumentos 
de interpretación lógica, argumentos que 
sirven para la interpretación legal, está 
el bien conocido con la denominación 
de a fertiori, que, consiste en considerar 
el caso en cuestión, comprendido dentro 
de la previsión legal que se refiere a un 
derecho mayor; de modo que la conce­
sión de la Ley respecto a un derecho más 
extendido, más amplio que el cuestiona­
do implica el querer legislativo de reco­
nocer también el derecho menor. Es la 
aplicación del adagio jurídico: quien

puede lo más puede lo menos. Y así en
el presente caso, si el artículo 90, concede 
para el impuesto, que es lo más, la pres­
cripción de cinco años, esa prescripción 
es aplicable a los intereses que es lo me­
nos. Otro argumento de lógica que ha­
bría que tomar en cuenta, es aquel de 
que lo accesorio sigue a lo principal y 
de allí que si el impuesto prescribe a los 
cinco años, que es lo principal, los inte­
reses que son lo accesorio, deben prescri­
bir en igual tiempo. Este argumento no 
es nuevo, ha constituido la doctrina de 
esa Administración, desde que así lo ex­
puso en oficio 1.401 del 21 de abril de 
1947, inspirada en la Ley vigente para 
entonces, cuyos términos, son idénticos 
a la vigente hoy. Esa doctrina dice así: 
"La obligación principal del contribu­
yente es pagar el impuesto; las demás 
son accesorias a ésta, y tienen por objeto 
su cabal cu m p lim ien to ...." . Véase ano­
taciones a la Ley de Impuesto sobre la 
Renta, Sépñma Edición, pág. 337. Como 
se ve, todos los razonamientos anteriores 
demuestran que la planilla por intereses 
moratorias que se me cobra está prescri­
ta, como lo alegué oportunamente y hoy 
lo ramifico."

Por !o demás, este problema só'o tiene 
en la actualidad un interés histórico, por 
cuanto la novísima Ley de Impuesto 
sobre la Renta, (1966) en el Capítulo 
consagrado a la prescripción (T ítulo 13) 
fija definitivamente, y siguiendo la teo­
ría de la accesoriedad, cinco años para la 
prescripción de los intereses moratorios 
que causen los créditos por razón del 
Impuesto sobre la Renta y de las multas 
previstas en la Ley."
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7.— No. 370.— TRIBUNAL 1* DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA.— 
PONENTE, DR. JOSE LUIS ALBORNOZ O.— (JEAN MANDOIT 
DE D. GARCIA BOFFILL, C. A .).— DEL 13 DE AGOSTO DE 
1968.— REPOSICION DE LA CAUSA.

LIQUIDACION COMPLEMENTARIA: 
FORMALIDADES.

"Cumplidos los trámites legales y re­
glamentarios este Tribunal pasa a dictar 
sentencia previas las consideraciones si­
guientes:

La Administración General del Im­
puesto sobre la Renta liquidó una pla­
nilla complementaria a las Nos. 10.397 
y 404.034 de fecha 23-3-60 y 29-8-61, en 
virtud de que según un Memorial Infor­
mativo, que llegó a sus archivos y corre 
al folio seis (6 ) del expediente, la ape­
lante omitió en su declaración de rentas 
del ejercicio 1-10-58 a 30-9-59 un bene­
ficio de valorización por Bs. 166.799,92, 
correspondiente a la enajenación de un 
bien inmueble de su propiedad.

La contribuyente por medio de su 
apoderado ya nombrado ejerció formal 
recurso de apelación contra la referida 
liquidación, limitándose a exponer en el 
escrito respectivo, dirigido al ciudadano 
Administrador General del Impuesto so­
bre la Renta, que "a su través apelo ante 
el Tribunal de Apelaciones del Impuesto 
sobre la Renta, contra la planilla de l i­
quidación N° 500.034 del 24-1-63, expe­
dida a  m i representado por dieciocho 
m il setecientos setenta y un bolívares con 
noventa y ocho céntimos (Bs. 18.771,98) 
correspondientes a presuntos impuestos

originados en el ejercicio fiscal 1-10-58 
al 30-9-59."

"En las conclusiones escritas de Infor­
mes, el Dr. A . R. F., con el carácter 
acreditado en autos manifestó lo que en 
parte se transcribe a continuación:

"El presente recurso, como se eviden­
cia en el folio siete (7 ) del correspon­
diente expediente, tiene por objeto una 
planilla de liquidación complementaria, 
mediante la cual se liquidó a m i repre­
sentada mayores impuestos, que los liqu i­
dados bona-fide con base en su declara­
ción de rentas del ejercicio 1958-59."

"Ahora bien, tratándose de una liqui­
dación complementaria, por imperativo 
de normas expresas consagradas en la 
Ley y en el Reglamento de Impuesto so­
bre la Renta, la Administración de este 
ramo fiscal ha debido levantar un Acta 
motivada y razonada que fundamentara 
dicha liquidación complementaria, lo 
cual no hizo."

"En consecuencia, tratándose de una 
omisión que ha ignorado el procedi­
miento legal establecido para liquidar 
impuestos complementarios, parece indu­
dable que esta causa, como formalmente 
lo solicito, debe reponerse al estado de 
que el Tribunal ordene a la Administra­
ción del Impuesto, que expida nueva pla­
nilla previa la elaboración del Acta Fis­
cal que le sirva de fundamentación."

Por su parte la Administración Gene­
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ral del Impuesto sobre la Renta, en su 
escrito de Informes señala, entre otras 
cosas, como argumentación para la pro­
cedencia del acto administrativo, lo si­
guiente:

"Como muy bien podrán apreciar los 
ciudadanos Jueces en el referido memo­
rial informativo, presentado por el re­
presentante de la Compañía Apelante, 
ciudadano D.G.B., ante la Oficina Su­
balterna de Registro Público, Primer C ir­
cuito, del Distrito Federal, a los efectos 
de la protocolización del documento de 
venta de un edificio propiedad de la con­
tribuyente, denominado "Paramacay", si­
tuado de Toro a Dr. González, vendido 
el mismo a la C. A. Edycar por la can­
tidad de Bs. 730.000,00 con unas deduc­
ciones señaladas en el mismo memorial 
por monto de Bs. 563.200,08 resultando 
una diferencia de Bs. 166.799,92 como 
beneficio neto de tal operación, admitidos 
todos estos datos de buena fe, ya que los 
mismos no fueron verificados previamen­
te para el registro del referido documen­
to; no existiendo por consiguiente duda 
alguna de la realización de esta opera­
ción, ni del beneficio que produjo la 
misma."

"Por tanto, se observa en este recurso 
de apelación que, es manifiestamente te­
merario, ello por cuanto de un simple 
examen de los hechos que dieron lugar 
a la liquidación recurrida, no se despren­
de de aquellos que pueda justificarse la 
interposición de tal recurso, ello en vir­
tud de que como ya se expresó anterior­
mente, el enriquecimiento neto obtenido 
por la mencionada Compañía para el 
ejercicio anotado y en base de tal enri­

quecimiento fue liquidada la planilla en 
cuestión, derivó de la venta del edificio 
de su propiedad antes identificado."

El Tribunal observa:
Disponen los artículos 68 y 69 de la 
Ley de Impuesto sobre la Renta apli­
cables al caso de autos que:
"La Administración podrá verificar 
en cualquier momento el cumplimien- 
mo de las disposiciones de esta Ley, 
de su Reglamento, Resoluciones e 
Instrucciones y el contenido de las 
declaraciones juradas, e investigar las 
actividades de las personas y comuni­
dades que no las hubiesen presentado. 
En el desempeño de esta función 
podrá:"
"1°—Examinar los libros, documen­
tos y papeles que registren o puedan 
registrar o comprobar las negociacio­
nes y operaciones que se juzguen re­
lacionadas con los datos que deban 
contener las declaraciones; y"
"2°—Emplazar a los contribuyentes 
o a terceros para que contesten los 
interrogatorios que se les formulen 
sobre operaciones, actividades o cua­
lesquiera otros hechos, de los cuales 
pueda dependerse, a juicio de la Ad­
ministración la existencia de derechos 
fiscales establecidos en esta Ley" 
"Cuando un contribuyente no decla­
re o no comprobare satisfactoriamen­
te sus enriquecimientos o no lo hicie­
re en la oportunidad o en la forma 
reglamentaria, o cuando se presumie- 
re con fundados indicios que la de­
claración, en cualquiera de sus partes, 
no sea fiel exponente de la capacidad 
tributaria de aquel, podrán los fun­
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cionarios fiscales calificar, determinar, 
o estimar de oficio dichos enriqueci­
mientos sobre las bases establecidas 
en esta Ley y en el Reglamento."

Por su parte, el artículo 146 del Re­
glamento correspondiente establece que:

"Las actuaciones que practiquen los 
funcionarios fiscales a los fines pre­
vistos en los artículos 68 y 69 de la 
Ley, deberán hacerse constar en actas 
selladas con el sello de la Administra­
ción del Impuesto sobre la Renta y 
firmadas por el funcionario y el con­
tribuyente o su representante. Si éstos 
se negaren a firmar, serán citados a 
comparecer ante cualquiera autoridad 
civil o judicial para ser notificados y 
recibir copia del acta."

En el presente caso la Administra­
ción General del Impuesto sobre la Ren­
ta incrementó la renta del contribuyente, 
teniendo en cuenta un Memorial Infor­
mativo que había sido presentado en la 
correspondiente Oficina Subalterna de 
Registro, para llenar el requisito de pro­
tocolización exigido por el artículo 151 
del Reglamento de la Ley de Impuesto 
sobre la Renta.

El Tribunal estima que el valor pro­
batorio del Memorial Informativo es so­
lamente indiciario, pero no pleno, en 
cuanto a los hechos que él mismo señala, 
de manera que puede servir de punto de 
partida para la modificación de una ren­
ta declarada, como en el presente caso, 
pero no como único medio que desecha 
el procedimiento pautado en el artículo

146 del Reglamento, que es de impres­
cindible y obligatoria observancia por la 
Administración del Impuesto sobre la 
Renta.

El artículo 137 ejusdem, en su nume­
ral 3° dice lo siguiente: "A  los fines de 
la liquidación del impuesto la Adminis­
tración procederá: ................. 3° a practi­
car las liquidaciones complementarias a 
que hubiere lugar como resultado de las 
verificaciones posteriores que hiciere."

Las liquidaciones complementarias de­
berán ser ordenadas mediante resolución 
motivada que se enviará al contribuyente 
junto con la correspondiente planilla."

Este requisito atinente a la validez de 
la liquidación complementaria tiende a 
mantener un equilibrio en el procedi­
miento en lo referente a hacer del cono­
cimiento del contribuyente el giro que 
ha tomado el asunto, como consecuencia 
de las verificaciones posteriores realiza­
das por la Administración, y de ese 
modo evitar posibles trastornos que un 
acto unilateral de la Oficina Liquidado­
ra, pudiera causar al declarante, como 
resultado de su omisión; pero en ningún 
caso suple las obligaciones que la propia 
Ley y su Reglamento señalan en los 
artículos 67, 68 y 146, respectivamente, 
ya señalados. Es el Acta que debe levan­
tar previamente la Administración por 
intermedio de sus funcionarios compe­
tentes en donde deben hacerse constar 
específicamente todos los hechos relacio­
nados con la infracción que se imputa al 
contribuyente y en el presente caso tal 
documento esencial no fué producido 
por la Oficina Liquidadora. En senten­
cia N° 232, del 12-3-63, el Tribunal de
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Apelaciones del Impuesto sobre la Renta 
dijo al respecto: "El Acta Fiscal define y 
concreta la pretensión de la Administra­
ción del Impuesto y es el instrumento 
que el contribuyente debe conocer y fir­
mar y posteriormente desvirtuar en ju i­
cio si no estuviere conforme con el cri­
terio de la Oficina Liquidadora. Por 
esto el Tribunal declara carente de ido­
neidad y de legalidad el documento en 
referencia como elemento probatorio en 
contra del recurrente". (Se refiere la sen­
tencia a un Informe presentado por un 
Fiscal al Inspector Técnico del Impuesto 
sobre la Renta).

La Corte Suprema de Justicia, Sala 
Político-Administrativa, en sentencia del 
13-11-67, al establecer ía similitud que 
existe entre el Acta Fiscal y el libelo de 
la demanda en el proceso civil dice, en­
tre otras cosas, lo siguiente: "Las Actas 
Fiscales deben contener todos los hechos 
que las actuaciones fiscalizadoras de la 
Administración observen en el proceder 
de los contribuyentes en el cumplimiento 
de su obligaciones tributarias; y con ma­
yor razón han de ser lo suficientemente 
explícitas cuando con base en ellas, la 
Administración ha de efectuar liquida­

ciones del impuesto o de las multas apli­
cables; ella deben contener, pues, todos 
los reparos, objeciones y observaciones 
que la Administración considere proce­
dente formular a los contribuyentes; 
pues es el modo, el procedimiento de 
que éstos disponen para informarse de 
las pretensiones fiscales y de los puntos 
de vista de la Administración frente a 
los propios; y de allí que dichas actas 
deben ser notificadas a los contribuyen­
tes y que para la instrucción, aprobación 
y levantamiento estén sujetas al previo 
cumplimiento de determinados requisi­
tos y formalidades legales y reglamenta­
rias."

En el caso presente ha habido una 
omisión legal, al no levantarse el Acta 
Fiscal, conforme a los requerimientos 
señalados en el estatuto reglamentario 
respectivo, situación que conlleva nece­
sariamente la reposición de la causa al 
estado en que la Administración Gene­
ral del Impuesto sobre la Renta, cumpla 
con lo establecido en los artículos 68 y 
69 de la Ley de Impuesto sobre la Renta, 
aplicable al caso de autos y el artículo 
146 del respectivo Reglamento. Así se 
declara.
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